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Ita iVs esto

El alfa y omega de este libro se incardina en el derecho romano1. Su con-
tenido no versa directamente sobre esta añorada y por mi apreciada ma-
teria, pero hunde sus raíces en ella. Desde el primer curso de la Facul-
tad de Derecho me subyugó el lenguaje conciso y riguroso de los 
fragmentos conservados de la Ley de las XII Tablas: preceptos construi-

dos con pocas palabras, solo las justas, y mucha carga de profundidad en ellas. 
Entre las fórmulas usadas me quedó grabado un mensaje: «ita ius esto». Y, lo que 
son las cosas, las ideas-fuerza, que en la época de tirocinio imprimen carácter den-

1.  Rindo también con este apunte vital un sentido homenaje al Derecho Romano y sus grandísimos cultivadores, 
que me tentó con sus encantos nada más poner los pies en la Facultad de Derecho de Santiago de Compostela. 
El Prof. Manuel Jesús García Garrido, Catedrático de la asignatura, tenía por costumbre escenificar los casos 
del Digesto, convirtiendo a sus alumnos en protagonistas, cada uno desempeñando uno de los roles de la trama. 
En cierta ocasión, a mi me tocó en suerte hacer de iudex o de pretor para, después de oír el debate, resumir la 
respuesta de los jurisperitos romanos, que, obviamente, había que extraer del Digesto. Por tanto, con el encargo, 
recibí un Digesto y ahí te las compongas. Tras la audiencia de rigor y la exposición de los defensores, me tocó 
explicar la solución propuesta por los juristas romanos. Comencé, como si lo hubiera hecho toda la vida, a 
sintetizar las diversas cuestiones planteadas, invocando al punto las argumentaciones de los juristas romanos, 
que simplemente leía en el Digesto. Y así hasta las últimas consecuencias, las apostillas más residuales, la 
opinión sobre un detalle. Me di cuenta de que el profesor me miraba con sumo interés, asentía continuamente 
y me dejó hacer. Al concluir la clase, junto con el entonces Profesor Adjunto José Luis Murga Gener, me 
abordó y, comprobando que en la ficha de clase yo había anotado como orientación profesional futura nada 
menos que «Catedrático de Universidad», me invitó a elegir el Derecho Romano. Sin levantar mano, me trazó 
el plan de estudios, que incluía el magisterio del Prof. Alvaro D’Ors, ampliación posterior de estudios en 
Roma y, entretanto, desde ya, beca en el Colegio Mayor La Estila de Santiago. Fue la invitación más temprana 
que tuve para integrarme en una cátedra universitaria. El detonante: simplemente que el texto del Digesto que 
me habían entregado estaba escrito «solo» en latín y le pareció que yo lo leía como si estuviera en castella-
no. Muchos años más tarde, me cupo el honor de coincidir con él en el tribunal de una tesis doctoral sobre 
arbitraje en la UNED, auspiciada por el Prof. José Almagro Nosete. Le recordé la anécdota y celebramos 
largamente el feliz reencuentro. En el momento en que redacto estas líneas justo me llega la noticia de que el 
Prof. García Garrido ha fallecido recientísimamente. Sirva este breve memento como tributo a su memoria.
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tro de nuestro chip vital, acaban por emerger con el tiempo, en este caso, justo en el 
frontispicio de esta obra. Para que no haya duda, para que quede claro.

La expresión latina, que tanto puede entenderse como un mandato o un resultado, 
es toda una divisa, que encierra un programa de actuación: «sea esto derecho». Es 
desde luego importante que unos actos, conductas o manifestaciones de voluntad 
determinadas queden fijadas como ley. Pero es mucho más significativo que eso 
sea «derecho», el derecho que la parte puede perseguir con su acción (ius perse-
quendi in iudicio quod sibi debetur). Situados en esta perspectiva, «ita ius esto» es 
la consigna que mejor resume lo que se espera de la ejecución, a lo que aspira un 
ciudadano convertido en parte procesal desde el inicio de la litis: que lo prometido 
por la ley sea derecho, de forma efectiva, vital, sin paliativos. Al fin y al cabo, el 
creyente usuario, razón de ser del sistema de tutela jurídica, ha sometido su acción 
a la disciplina procesal, al ordo procedendi programado. Pagado el peaje, al tér-
mino del recorrido, no puede negársele «su» derecho. 

Así pues, el leitmotiv de esta obra es la ejecución procesal, su prevención y sus mani-
festaciones principales, tanto a nivel singular como universal, según la terminología 
al uso. En ella he compilado algunos trabajos míos ya publicados y he añadido otros 
tantos inéditos que he agrupado en torno a la enseña que figura en el título desde 
puntos de vista convergentes. Aunque algunos fueron concebidos en otras épocas y 
circunstancias, el conjunto trasluce una masa crítica de contenido unitario, que per-
mite construir una historia coherente de pensamiento desde la perspectiva de la tutela 
efectiva. Por las características de este florilegio no puede esperarse un tratamiento 
sistemático de todas las instituciones concernidas. Para ello remito a las obras gene-
rales. Pero lo que sí deja traslucir la muestra es el estado real de nuestra ejecución 
procesal desde su prevención hasta su acabamiento y completitud.

Los textos los he agrupado en torno a cinco capítulos, cuyo rótulo es indiciariamente 
indicativo de su propósito. Con todo, me he permitido efectuar una introducción más 
detallada sobre su tenor y avatares en el lugar correspondiente. El muestreo de cuestio-
nes y la historia de casos aspira a aportar un enésimo chequeo a esa tutela efectiva 
prometida por la Constitución, tan huidiza, tan inalcanzable para las aspiraciones que 
alimenta un litigante. Cada lector puede hacer el balance a su gusto y medida de cuan-
ta tutela efectiva recibe el ciudadano. Por ello los trabajos quedan abiertos a nuevas 
ideas, nuevas experiencias, nuevas aportaciones de toda la comunidad científica que, 
en puro plan ONG, se aventura en este ingrato y deslavazado fundo de labranza, tan 
necesitado de cultivo y de frutos tangibles. El sistema actual, para ser creíble y homolo-
gable, no puede soportar por más tiempo que la realidad lo desmienta continuamente.

Barcelona, dieciocho de abril de dos mil veintiuno.


